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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Justicia, señora Patricia Pérez Goldberg. 

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 12:15, en presencia de 21 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta del asunto que ha llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- La siguiente es la comunicación recibida:

Informe



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a la señora Gloria Ana Chevesich Ruiz (boletín N° S 1.581-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Véase el documento en el Anexo).


--Queda para la tabla de la presente sesión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Señores Senadores, ha llegado a la Mesa una solicitud de dos jefes de bancada en orden a suspender la sesión, a lo cual procederé de inmediato. 



Se suspende la sesión por algunos minutos.

)----------(



--Se suspendió a las 12:16.



--Se reanudó a las 12:38.

)------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la sesión.

IV. ORDEN DEL DÍA

DESIGNACIÓN DE SEÑORA GLORIA ANA CHEVESICH RUIZ COMO MINISTRA DE LA CORTE SUPREMA

El señor PIZARRO (Presidente).- Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual se solicita el acuerdo del Senado para designar Ministra de la Corte Suprema a la señora Gloria Ana Chevesich Ruiz, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


--Los antecedentes sobre el oficio (S 1581-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 27ª, en 4 de junio de 2013.


Informe de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 35ª, en 2 de julio de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia para este asunto en los términos del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recibió en audiencia a la señora Chevesich en sesión a la que también asistió la señora Ministra de Justicia. Concurrieron, asimismo, los Diputados señora Pascal y señores Accorsi, Aguiló, Jiménez, Tarud y Teillier, y los Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Kuschel, Letelier, Pizarro, Prokurica, Rossi y Uriarte.



Por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos) y Walker (don Patricio), la Comisión deja constancia de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimiento previstos por nuestro ordenamiento jurídico para la designación de los Ministros de la Corte Suprema.



Cabe tener presente que el acuerdo del Senado para nombrar a la señora Gloria Ana Chevesich requiere dos tercios de los Senadores en ejercicio, esto es, 25 votos favorables.

El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos convocados para pronunciarnos respecto de la propuesta del Presidente de la República para designar Ministra de la Corte Suprema a la señora Gloria Ana Chevesich Ruiz.



Dos Comités solicitaron segunda discusión.





En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.

                         En consecuencia, procederé a levantar la sesión y se citará de nuevo al Senado para mañana o a más tardar el jueves. 



--La proposición del Presidente de la República queda para segunda discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 12:41.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O

DOCUMENTO

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL OFICIO DE S. E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO MINISTRA DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA A LA SEÑORA GLORIA ANA CHEVESICH RUIZ

(S 1581-05)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar la proposición de Su Excelencia el Presidente de la República para designar como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a la señora Gloria Ana Chevesich Ruiz, en la vacante provocada por el cese de funciones del señor Adalis Salvador Oyarzún Miranda.


Se deja constancia que en el Oficio respectivo se ha hecho presente la urgencia para el despacho de este asunto, en los términos previstos en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


A la sesión en que la Comisión analizó la proposición asistió, especialmente invitada, la Ministra y Presidenta de la Corte de Apelaciones de Santiago, señora Gloria Ana Chevesich Ruiz, quien fue acompañada por el periodista de la Dirección de Comunicaciones del Poder Judicial, el señor Héctor Cruzat.


Concurrieron, asimismo, la Ministra de Justicia, señora Patricia Pérez Goldberg y los Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Kuschel, Letelier, Pizarro, Prokurica, Rossi y Uriarte, y los Honorables Diputados señora Pascal y señores Accorsi, Aguiló, Jiménez, Tarud y Teiller.

Estuvieron presentes, además, el Jefe de Gabinete de la señora Ministra de Justicia, señor Andrés Vega; el abogado asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Celis; el asesor de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada; los abogados señora Paz Anastasiadis, asesora del Honorable Senador Walker, don Patricio, los señores Jorge Cash, asesor de la Honorable Senadora señora Alvear; Cristobal Mena, asesor del Honorable Senador señor Espina; Hernán Castillo, asesor del Comité de Senadores RN, y Álvaro Pavéz, asesor del Comité de Senadores PPD.

- - -


Cabe señalar que, según dispone el inciso tercero del artículo 78 de la Carta Fundamental, la proposición de nombramiento que ha formulado Su Excelencia el Presidente de la República, debe ser considera en una sesión especial de esta Corporación.


Asimismo, se deja constancia que para aprobarla se requiere el voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio.

- - -

ANTECEDENTES

1.- DE DERECHO

1.1. Constitución Política dela República

- El artículo 78 de la Ley Fundamental establece que la Corte Suprema se compone de veintiún miembros, los que son nombrados por Su Excelencia el Presidente de la República, con acuerdo del Senado.


El inciso tercero del mencionado precepto dispone que los Ministros y Fiscales Judiciales del Máximo Tribunal del país serán nombrados por el Jefe de Estado eligiéndolos de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá el máximo tribunal, y requerirá el acuerdo previo de la Cámara Alta. Esa Corporación adoptará los respectivos acuerdos por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Agrega que si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe el nombramiento.


Su inciso quinto preceptúa que cuando se trate de proveer un cargo que corresponda a un miembro proveniente del Poder Judicial, formará la nómina exclusivamente con integrantes de éste y deberá ocupar un lugar en ella el Ministro más antiguo de Corte de Apelaciones que figure en la lista de méritos. Los otros cuatro nombres se decidirán en atención a los merecimientos de los candidatos.


- A su turno, el número 9) del artículo 53 de la Constitución Política prescribe que es atribución exclusiva del Senado aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio, la designación de los Ministros de la Corte Suprema.

1.2.- Código Orgánico de Tribunales


Su artículo  254 señala que para ser Ministro de la Corte Suprema se requiere ser chileno, tener título de abogado, y haber ejercido la profesión por a lo menos quince años.

1.3.- Reglamento del Senado

Su artículo 205 indica que los asuntos que importen el ejercicio de alguna de las atribuciones constitucionales exclusivas del Senado, no podrán resolverse sin informe previo de la Comisión que corresponda.

2.- DE HECHO


2.1.- En los antecedentes presentados con la proposición en estudio, el Primer Mandatario recuerda que se encuentra vacante un cargo de Ministro de la Excelentísima Corte Suprema por cese de funciones del señor Adalis Salvador Oyarzún Miranda.


Para proveer dicha vacante, el día 24 de mayo del año en curso, el Pleno del Máximo Tribunal elaboró, en sesión especialmente convocada al efecto, la nómina a que alude el inciso tercero del artículo 78 de la Ley Fundamental. Para llevar adelante ese procedimiento efectuó previamente una votación que generó el siguiente resultado:

	1.-
	
	Gloria Ana Chavesich Ruiz
	8 votos

	2.-
	
	Carlos Ramón Aránguiz Zúñiga
	6 votos

	3.-
	
	Juan Manuel Muñoz Pardo
	6 votos

	4.-
	
	Juan Escobar Zepeda
	5 votos

	5.-
	
	Carlos Cerda Fernández
	5 votos

	6.-
	
	Raúl Mera Muñoz
	5 votos

	7.-
	
	Jorge Dahm Oyarzún
	2 votos

	8.-
	
	Roberto Contreras Olivares
	2 votos

	9.-
	
	Rodrigo Biel Megarejo
	1 voto

	10.-
	
	Cario Carretta Navea
	1 voto

	11.-
	
	Hernán González García
	1 voto

	12.-
	
	Mario Gómez Montoya
	1 voto

	13.-
	
	Miguel Eduardo Vásquez Plaza
	1 voto

	14.-
	
	Juan Pedro Schertzer Díaz
	1 voto



El Máximo Tribunal dictaminó en esa ocasión que por haberse producido un empate de votos entre los ministros señores Escobar, Cerda y Mera procedía a efectuar un sorteo entre ellos, resultado elegido el Ministro señor Cerda.


Con el mérito de esta votación, la Excelentísima Corte Suprema elaboró la siguiente cinquena para proveer el cargo vacante antes señalado, ordenada según el orden de antigüedad en el escalafón primario del Poder Judicial:


1.- Alfredo Pfeiffer Richter, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, por derecho propio.


2.- Carlos Cerda Fernández, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago.


3.- Carlos Aranguiz Zúñiga, Ministro de la Corte de Apelaciones de Rancagua.


4.- Juan Manuel Pardo, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, y


5.- Gloria Ana Chevesich Ruiz, Ministra de la Corte de Apelaciones de Santiago.

En conformidad con las normas constitucionales ya mencionadas, el Máximo Tribunal de la República, mediante oficio N° 304, de 27 de mayo de 2013, comunicó al Gobierno la nómina de las cinco personas señaladas precedentemente.


Posteriormente, el Jefe de Estado, mediante  oficio Gab. Pres. N° 689, de 29 de mayo de este año, informó al Senado que había resuelto solicitar el acuerdo de esta Corporación para nombrar en el cargo de Ministra de la Excelentísima Corte Suprema, a la señora Gloria Ana Chevesich Ruiz. 

La Sala del Senado tomó conocimiento de esta comunicación el día 4 de junio de 2013, oportunidad en la cual también se dio cuenta de la urgencia para el despacho de esta materia, en los términos previstos en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.

2.2.- Hacemos presente que la Ministra señora Gloria Ana Chevesich Ruiz es abogada y licenciada en ciencias jurídicas y sociales, grado académico que obtuvo en el año 1984, con distinción máxima, en la Facultad de Derecho en la Universidad de Chile.

En el año 1986 inició su carrera en el Poder Judicial, la que comenzó en el cargo de Relator de la Corte de Apelaciones de Santiago, función que cumplió hasta marzo del año 1995. En esa fecha pasó a ejercer, en calidad de titular, el cargo de Relator de la Excelentísima Corte Suprema. En octubre del año 2002 fue nombrada Ministra de la Corte de Apelaciones de Santiago, labor que ha servido hasta la fecha. Desde el 1 de marzo del año en curso, ejerce, además, el cargo de Presidenta de la Corte de Apelaciones de Santiago.

En el plano académico cabe resaltar que ha desarrollado labores docentes como ayudante de cátedra del curso de Derecho Procesal en la Universidad Gabriel Mistral y en la Universidad Finis Terrae. En este último centro académico ejerció, hasta el año 2000, el cargo de profesor de Derecho Procesal.

También ha impartido cursos en la Academia Judicial entre los años 2008 y 2012. Entre ellos destacan los referidos a materias tales como: el recurso de casación en la forma; recursos humanos y régimen funcionario del Poder Judicial; la función disciplinaria del cargo de Ministro de Corte de Apelaciones y sobre Ética Judicial.

Ha asistido también a números talleres, seminarios y cursos de perfeccionamiento, según se da cuenta, en detalle, en la copia del curriculum que se acompaña a este informe.

Finalmente, cabe hacer presente que la candidata cursa actualmente el programa de Magister en Derecho Laboral que imparte la Universidad Adolfo Ibáñez.

- - -

CONSIDERACIÓN DE ESTE ASUNTO EN LA COMISIÓN


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Patricio Walker, dio inicio al estudio de esta proposición de nombramiento, dando la bienvenida a la Ministra de Justicia, señora Patricia Pérez, y a la Ministra señora Gloria Ana Chevesich.


Seguidamente, ofreció la palabra a la Ministra señora Pérez.


La mencionada Secretaria de Estado agradeció la invitación cursada e inició su exposición manifestando que para aquilatar esta proposición de nombramiento la Comisión debía tener en vista el desempeño de la Ministra Chevesich como Relatora de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, posteriormente como Relatora de la Excma. Corte Suprema, y en la actualidad como Ministra del Tribunal de Alzada capitalino, en el cual se desempeña como su Presidenta.

Recordó que la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago es la Corte con el mayor número de causas del país, y su administración y gestión supone no solo tener una mirada jurídica amplia sino que también ejercer una acertada labor directiva. Agregó que la Ministra señora Chevesich reúne ambas condiciones.


Seguidamente, la señora Secretaria de Estado recordó que los Ministros de las Cortes de Apelaciones de Santiago son continuamente capacitados, y que, además, muchos de ellos ofician como profesores en la Academia Judicial. Puntualizó que la señora Presidenta de la Corte de Apelaciones de Santiago ha cumplido eficientemente ambos cometidos, sin descuidar sus labores jurisdiccionales.


La señora Ministra de Justicia connotó que la Ministra señora Chevesich ha sido capacitada en todas las materias relevantes del ordenamiento jurídico nacional por medio de una gran cantidad de cursos dictados en la Academia Judicial, y en la mayor parte de ellos obtuvo notas máximas. Añadió que la Ministra Chevesich se ha desempeñado, a su vez, como profesora de esa instancia formadora, compartiendo sus conocimientos y experiencia con otros jueces.


Destacó que la candidata es la Ministra de Corte de Apelaciones mejor evaluada a nivel nacional, obteniendo la calificación más alta del último período (6,9), circunstancia que muy probablemente pesó para que ella encabezara la votación que efectuó el Máximo Tribunal.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, ofreció la palabra a la Presidenta de la Corte de Apelaciones de Santiago, señora Gloria Ana Chevesich Ruiz. 


La señora Ministra agradeció la invitación cursada por la Comisión e inició su exposición manifestando que se presenta ante esta instancia como alguien que se ha desempeñado como jueza y que tiene 27 años de trabajo en el Poder Judicial, al que ingresó cuando estas labores se realizaban en condiciones materiales muy diferentes a las actuales, y también con una organización administrativa que tenía carencias.


Expresó que es jueza porque desde el mes de Octubre del año 2002 se ha desempeñado como tal, ya sea como magistrado de primera instancia, conociendo la causa denominada “Mop Gate” en las cuales dictó muchas resoluciones y nueve sentencias, todas las que, menos una, se encuentran ejecutoriadas.


Añadió que también ha desempeñado tareas como jueza de segunda instancia, participando en la dictación desde el año 2010 hasta la fecha de 9.471 sentencias, de las cuales le correspondió redactar 702.


Sobre el particular hizo alusión a dos tipos de causas: En primer lugar, aquellas en las que se han investigado violaciones a los Derechos Humanos cometidas por agentes del Estado, en las cuales ha dictado más de 10 de sentencias. Puntualizó que en ninguna de ellas ha sido absolutoria y tampoco ha aceptado las presentaciones de los condenados en orden a que se acoja la prescripción de la acción o la media prescripción. Indicó que tampoco ha acogido la amnistía alegada por los acusados.


Seguidamente, manifestó que era efectivo que en más de alguna oportunidad ha reconocido la atenuante del artículo 11 número 6 del Código Penal, disposición que establece la aminorante de la responsabilidad penal de la irreprochable conducta anterior, circunstancia que en su concepto es de carácter objetiva, debiendo entenderse que ella se refiere a los hechos materia del juicio penal, y como en estas causas se investigan violaciones a los Derecho Humanos cometidos por agentes del Estado desde el año 1973 en adelante, la ha acogido pues no se ha acreditado ninguna circunstancia que permita establecer actos ilícitos de esas personas previas al año 1973.


Expresó que en su concepto alguno de estos condenados, entre ellos Manuel Contreras, ha cometido otros delitos posteriormente, pero esa circunstancia debe ser considerada en otro estado procesal, cuando se dicte la última sentencia, porque a su concepto esa circunstancia es la reiteración de delitos de la misma especie. Al respecto señaló que el artículo 160 del Código Orgánico de Tribunales establecía que el culpable de diversos delitos será juzgado por todos ellos en un solo proceso, para lo cual se acumularán las causas iniciadas o por iniciarse en su contra; y las personas que en ellas figuren como reos quedarán sometidas a la jurisdicción del tribunal a quien corresponda conocer en los procesos acumulados.


Indicó que en esa situación el juez a cargo debe dictar sentencia condenatoria respecto de todas las causas, y en ese contexto, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 509 del Código de Procedimiento Penal -que establece que en casos de reiteración de crímenes o simples delitos de una misma especie-, se impondrá la pena correspondiente a las diversas infracciones, estimadas como un solo delito, aumentándola en uno, dos o tres grados.


Señaló que, en consecuencia, en su concepto la agravación no viene dada por la circunstancia establecida en número 6 del artículo 11 del Código Penal sino que es un caso de reiteración de delitos de la misma especie que, por lo dispuesto en el artículo 509 del Código de Procedimiento Penal, ordena al juez que dicta la última sentencia, a subir la pena en uno, dos o tres grados. Esta interpretación ha sido aceptada también por la Corte Suprema, porque en todas las sentencias, incluso cuando el ministro en visita de primera instancia ha estado por la absolución del acusado, ha mantenido este criterio.


En otro ámbito expresó que es efectivo que en materia de prescripción civil ha aplicado las que son las reglas generales en esta materia, porque del estudio y análisis de los tratados internacionales vigentes, en su concepto no se ha establecido la imprescriptibilidad de la acción civil, sino solo la obligación de los Estados de reparar los perjuicios sufridos por las víctimas de estos atentados a los Derechos Humanos. Agregó que por eso a partir del año 1990 se han dictado una serie de leyes destinadas a reparar a las víctimas. Indicó que la cuantía de esas indemnizaciones escapa al ámbito judicial pues está radicado en sede legislativa.


Añadió que en materia de prescripción de la acción civil, la Excelentísima Corte Suprema, conociendo un recurso de casación en el fondo deducido por el Fisco de Chile, y haciendo uso de la facultad reconocida en el artículo 780 del Código de Procedimiento Civil, el día 21 de enero de 2013, de manera inédita, dispuso que en esta materia era aplicable la prescripción, esto es, el artículo 2322 del Código Civil, que establece que las acciones para hacer efectiva la responsabilidad civil prescribe en el plazo de 4 años. Manifestó que si bien es una interpretación discutible ha sido compartida por el Pleno del Máximo Tribunal. Indicó que esta concepción surge del estudio de los antecedentes del proceso, y las normas aplicables, tanto legales como las contenidas en los tratados internacionales.


En segundo lugar, puntualizó que también se le han formulado algunos cuestionamientos en materia de fallos relativos a leyes de protección al consumidor. Explicó que si en algunos casos no ha acogido una demanda ello se ha debido a que no se han acreditado, con prueba suficiente, los hechos denunciados. Expresó que en su opinión la pura declaración del denunciante no era prueba suficiente, porque ella no está reconocida aún como medio de prueba. Indicó que el proyecto de Código Procesal Civil contempla la declaración de parte como prueba. Sostuvo que en su concepto esa declaración, para que tenga el valor que se le atribuye en la reforma al referido Código, tiene que ser prestada en una audiencia oral, pública y contradictoria, y ante el juez de la causa para que se configure el principio formativo del procedimiento de la inmediación, característica con que no cuenta la declaración que hoy hace el denunciante en una causa por infracción a la ley de protección al consumidor.


En cuanto a su carrera judicial,  explicó que hasta antes del mes de mayo de 1995 era posible desarrollar el camino que ella siguió en el Poder Judicial, toda vez que a esa fecha ya estaba incorporada en la segunda categoría del escalafón primario del Poder Judicial, integrada por Ministros y Fiscales Judiciales de la Corte de Apelaciones, y Relatores de la Corte Suprema. Añadió que carreras similares a la suya siguieron otros Ministros del Máximo Tribunal, como son los señores Dávila, Libedinsky, Gálvez y Zurita; expresó que los dos primeros fueron presidentes en su momento de dicho tribunal, y actualmente, hay dos ministros en la Corte Suprema en su misma situación.


Explicó que en la época en que entró al Poder Judicial, integrar esa rama del Estado implicaba un aprendizaje muy duro, porque no existía la Academia Judicial, por lo tanto la adquisición de nuevos conocimientos se fundaba esencialmente en una transmisión de experiencias laborales. Manifestó que sólo a partir del año 1994, fecha en se crea dicha institución, se comienzan a impartir cursos de formación, de capacitación y de habilitación. Indicó que le ha tocado dar cursos formación y de habilitación, oportunidad en los que ha transmitido sus experiencias y conocimientos.


Seguidamente, precisó que su preocupación, al igual que la de todos sus colegas, tanto de la Corte de Apelaciones de Santiago como de otras Cortes, es la mala percepción que el Poder Judicial tiene ante la ciudadanía. Puntualizó que, en términos generales, se le reprochan dos cosas: la falta de transparencia, y la excesiva tardanzas en la dictación de las sentencias.


Respecto del primer problema, señaló que era un reproche que la Sociedad Chilena hace a diversas instituciones y, por tanto, no hay solución fácil para enmendar dicha percepción, aunque si puede decir que su aporte ha sido actuar con la máxima probidad en el ejercicio de sus funciones, como también lo hacen todos sus colegas, independiente de casos particulares de corrupción que pudieran haber existido, que son excepcionales. Explicó que en la mayoría de la situaciones anómalas las Cortes de Apelaciones y la Excma. Corte Suprema han actuado con energía y prontitud.


 Expresó que la transparencia es un mecanismo que constituye un elemento esencial, y eficaz para atacar la corrupción, y eso ha sido un tema que el Poder Judicial ha abordado como una de sus prioridades. Por ello el Máximo Tribunal, en junio de este año, definió una política comunicacional que se traduce en el fortalecimiento del rol de las vocerías en cada uno de sus niveles, el desarrollo de procesos de capacitación para los jueces en el ámbito de la comunicación e iniciativas de acercamiento de los jueces a las comunidades.


Añadió que contribuye a mejorar la imagen del Poder Judicial su acercamiento a la comunidad, por lo que el Consejo de Coordinación Social de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, organismo que a la sazón preside, al estudiar el proyecto de presupuesto para el próximo año, incorporó un plan de difusión, cuya finalidad es realizar clínicas en terreno para instruir a la ciudadanía respecto a las reales atribuciones y labor que desarrolla este Poder del Estado. De esta manera, afirmó, se orientará a los ciudadanos respecto de la forma de acceder a los tribunales para informarse, por ejemplo, acerca de las causas iniciadas, y la página web del Servicio. Indicó que espera que se apruebe esta iniciativa, la que requiere de un presupuesto aproximado de ochenta millones de pesos.


Expresó que también la transparencia apunta a que los litigantes tengan cabal conocimiento de las relaciones de parentesco, societarias, o de cualquier tipo de los jueces, que en un caso concreto pueda afectar su imparcialidad y también su independencia, causales de implicancia y recusación que están establecidas en los artículo 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales. Indicó que lo que a ella le preocupa, y también a muchos de sus colegas, son aquellos casos imprecisos, dudosos o límites. Manifestó que a su entender ello ocurre cuando una situación específica no se puede subsumir en la norma legal ya señalada, y ahí surge un grave problema al que se enfrentan cada día los jueces. Si no se configura claramente una causal de implicancia o recusación el juez debe fallar la causa en virtud del principio de inexcusabilidad, lo cual lo puede dejar en una situación incómoda y precaria frente a terceros por el uso que se puede dar a esa información, pues si no se ordena una instrucción de tipo administrativa al interior del Poder Judicial para deslindar responsabilidades y determinar si el juez actuó correctamente al conocer la causa, el que falló no puede decir ni hacer nada, ya que de acuerdo a lo dispuesto en el número 4) del artículo 323 del Código Orgánico de Tribunales, está prohibido a todos los funcionarios judiciales publicar, sin autorización del Presidente de la Corte Suprema, escritos en defensa de su conducta judicial. 


Explicó que en una situación como la descrita recurrió al Código Iberoamericano de Ética Judicial, que señala en forma clara y precisa cuales son los principios de la ética judicial Iberoamericana, entre los cuales están el de la imparcialidad y el de la integridad. En los capítulos que contienen estos principios se alude al observador razonable, por lo tanto ello obliga a dejar constancia en el expediente de toda situación en que concepto de un observador razonable, podría ver comprometida la imparcialidad del juez, dictando una resolución judicial al tenor de lo que dispone el artículo 125 del Código de Procedimiento Civil. Este proceder está destinado a poner en conocimiento de las partes litigantes cualquier antecedente que resulte cuestionable, para que si lo estiman pertinente planteen el respectivo incidente de recusación. Si las partes no lo formulan o si eventualmente la Corte Suprema rechaza el tal incidente, necesariamente el juez debe conocer la causa por el mandato establecido en la Carta Fundamental; de lo contrario se comete una grave infracción a las normas que juró respetar.


Indicó que en algunos casos ha tomado conocimiento, al igual que muchos colegas, de situaciones límites o dudosas, en que no se deja constancia en forma pormenorizada de la situación de hecho que en concepto del juez o abogado integrante pueda afectar su imparcialidad. Ello podría traducirse en un mecanismo para evitar tomar decisiones que a la larga pueden incidir en su carrera funcionaria, lo que eventualmente, en su concepto, constituye una grave afectación al mandato constitucional de la inexcusabilidad. Manifestó que el Máximo Tribunal del país debiera, en los casos límite o dudosos a los que alude, dar una instrucción en el sentido que los secretarios y administradores de todos los tribunales de justicia del país, informen a sus superiores jerárquicos de todos aquellos casos en que un juez o ministro se ha inhabilitado para conocer de una causa determinada, con la finalidad que se analice si esa facultad se ha usado en forma correcta, y se adopten las medidas pertinentes que el caso amerita. Indicó que también sería conveniente adecuar este criterio en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales.


En relación con el tema de la imparcialidad, explicó que no se permite que se desempeñen en el mismo tribunal dos jueces ligados por vínculo matrimonial o que tengan relaciones de pareja con o sin convivencia. Expresó que este último concepto se encuentra avalado no sólo por la legislación vigente sino que también por el Código Iberoamericano de Ética Judicial que establece, entre otros, los principios de integridad y transparencia exigibles a todos los jueces.


Relató que hace algunos años atrás ella se encontró en una situación como la descrita, y en consecuencia debió actuar acorde a la interpretación que le dio a esta norma, esto es, de manera extensiva, aun cuando iba en contra de sus propios intereses y de los del ministro con él que se vinculó sentimentalmente. Ambos concordamos que era necesario mantener una conducta ética y proba en lo profesional y personal. Expresó que transcurrido un plazo para aquilatar si la relación se mantenía, el Ministro señor Carlos Gajardo pidió su traslado a la Corte de Apelaciones de San Miguel, lo que dispuso la Corte Suprema por mayoría de votos.


Respecto al segundo reproche a que hizo alusión: esto es la excesiva tardanza en dictación de resoluciones judiciales, reconoció que ha sido y es, en determinadas materias, una de las falencias más serias del Poder Judicial. Explicó que ello se ha producido por diversos factores, tales como: procedimientos que no corresponden a las necesidades actuales y el fenómeno universal de la judicialización. Con todo, manifestó que en la primera instancia de los procedimientos reformados: laboral, penal y familia, tal retrazo no se presenta. Consciente que es menester hacer aportes y buscar mecanismos para solucionar la falencia indicada, el primer día que asumió la presidencia de la Corte de Apelaciones de Santiago, presentó una moción a sus colegas, en el sentido que debía distribuirse la carga de trabajo entre las dos Cortes de Apelaciones de la Región Metropolitana, esto es, entre la de Corte Santiago y la de San Miguel, ya sea a través del ejercicio por parte de la Corte Suprema de sus facultades económicas o a través de una ley. 


Señaló que en la Región Metropolitana hay dos Cortes de Apelaciones: la de Santiago y la de San Miguel, y bajo la jurisdicción de esta última están todos los tribunales del área sur de la referida región, algunos con una alta carga de trabajo, como los tribunales de Puente Alto y San Bernardo, y el 6º tribunal oral en lo penal. No obstante ello, añadió, los ingresos en ambas Cortes son muy diferentes; en efecto, según las estadísticas contenidas en el informe que evacuó la Corporación Administrativa del Poder Judicial, la Corte de Santiago tuvo un ingreso de 70.054 causas, y el tribunal de alzada de San Miguel tuvo, en el mismo período, sólo 6.727, y lo más probable que por el aumento sostenido de presentación de recursos de protección de garantías constitucionales, a fin de año esta diferencia será mucho mayor. Como la Corte de Apelaciones de Santiago tiene 11 salas, incluida la tributaria, y la de San Miguel sólo 6, el promedio de lo que cada Ministro debe conocer es para la primera de 656 causas, y para la segunda de 267. Explicó que la carga de trabajo se traduce que en la Tabla agregada de un día cualquiera de una Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago es de 30 asuntos, y 16 en la Tabla ordinaria, en cambio en San Miguel es sólo 2 en la Tabla de las causas extraordinarias y 3 en la de causas ordinarias.


Relató que la realidad que describe se produjo porque históricamente la Corte de San Miguel tenía un amplio ingreso penal del sistema antiguo, lo que en su momento justificó su creación, pero con la llegada de la reforma procesal penal esa realidad cambió por completo, ya que ahora el promedio de las causas que se conocen en materia penal en las Cortes Apelaciones es del 10%, siendo que antes esa cifra alcanzaba al 90%.


Indicó que la solución propuesta fue aprobada en forma unánime por el Pleno de la Corte de Apelaciones de Santiago y puesta en conocimiento del señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema. En ella se sugiere que el Máximo Tribunal tenga a bien hacer uso de sus facultades económicas y que por la vía de un autoacordado realice una redistribución de trabajo entre ambas Cortes. Expresó que esta solución no parece aventurada si se estima que por esa vía -el autoacordado- se han reglamentado materias tan importantes como la tramitación del recurso de protección de garantías fundamentales, y la creación del Centro de Medidas Cautelares en Materia de Familia, que es un órgano que ejerce jurisdicción y que ha sido todo un éxito.


En todo caso, si lo anterior fuera dudoso, señaló que existe un proyecto de ley que pretende introducir una modificación al artículo 110 del Código Orgánico de Tribunales para equilibrar la distribución de causas. Señaló que el anhelo de sus colegas es que ese equilibrio se replique también en segunda instancia, lo que beneficiaría al usuario del sistema judicial, que tendría una pronta respuesta a sus requerimientos de justicia, y también a todos los funcionarios judiciales que se desempeñan en la Corte de Apelaciones de Santiago. Explicó que es una meta fácilmente alcanzable, cualquiera sea la vía que se use, más aún si ello no genera gasto público dado que los medios materiales y humanos ya existen. Indicó que espera que la Corte Suprema acoja sus planteamientos y que la propuesta se convierta en realidad para el bien de todos los que quieren una judicatura cada día mejor.


Por otra parte, señaló que a su juicio también apunta en el mismo sentido de evitar la dilación de las sentencias en las Cortes de Apelaciones, lo que dispone el artículo 369 del proyecto de reforma al Código de Procedimiento Civil, porque en la actualidad no existe una norma como aquella en los procedimientos no reformados ni tampoco en materia de familia.


Por último, indicó que también en materia de gestión, y teniendo en vista que la tecnología debe estar al servicio de las personas, dio intrucciones para que se materializara a la brevedad un proyecto sobre el uso de dos máquinas: una que permita generar los cheques que deben entregarse a los recurrentes por concepto de costas judiciales, y otra con la que se pueden firmar los cheques con cuño. Lo anterior permitirá la entrega de tales documentos en un tiempo prudente, lo que no es posible con el sistema manual, razón por la que en la Corte de Apelaciones de Santiago están pendiente de giro una suma aproximada de 6000 cheques.


Concluyó señalando que un Poder Judicial con mala imagen le hace daño al país, y también jueces que no tengan la fortaleza moral y espiritual para enfrentar los cuestionamientos y críticas que puedan surgir a propósito de las resoluciones que emitan. Manifestó que ellas deben ser el resultado de un acabado análisis de los antecedentes proporcionados, de la prueba rendida y ponderada conforme a las reglas de la sana crítica o de la prueba legal tasada, y de la normativa que rige la cuestión sometida a decisión. Los cuestionamientos y críticas a dichas resoluciones se pueden hacer en una sociedad democrática si se efectúan por las vías establecidas al efecto.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio,  ofreció la palabra a los Honorables señores Senadores presentes para que formularan a la Ministra señora Chevesich las consultas que estimaren pertinentes.

En primer lugar, intervino el Honorable Senador Larraín, don Hernán, quien agradeció la exposición de la candidata, destacando la claridad de sus planteamientos. 

A continuación, le consultó su parecer sobre la independencia de los jueces. Indicó que no cabe la menor duda que toda autoridad que toma decisiones está, sobre todo en el contexto de la apertura informativa que existe hoy día, sujeta a muchas presiones. Manifestó que particularmente cuando un juez tiene que investigar problemas de corrupción en el poder político, económico o religioso, sin duda se expone a ser objeto de distintos tipos de influencia para lograr un fallo en un sentido o en otro, debiendo la justicia prevalecer sobre esas presiones. 


Recordó que el nombramiento de la candidata ha tenido el apoyo del Poder Judicial y del Poder Ejecutivo, y sólo resta la autorización del Senado, lo que la obliga a asumir esta responsabilidad en un grado mayor, porque como titular de la Corte Suprema tiene que ser responsable y hacer responsable al Poder Judicial de esta independencia.

En este marco consultó de qué manera considera la Ministra que se puede actuar para asegurar que ante casos difíciles los jueces sean capaces de enfrentar esas presiones. Explicó que una de las inquietudes que existen en esta instancia es que un juez por asumir una investigación determinada que afecte a alguno de los poderes antes mencionado, pueda ver truncada su carrera. Expresó que eso sería particularmente grave, porque si los jueces se inhiben de resolver casos que tengan impacto político, vamos a dejar a este sector en total impunidad.


Consultó, además, en relación a la independencia, pero ahora desde una perspectiva institucional, qué tan importante resulta, a juicio de la candidata,  la autonomía económica y administrativa del Poder Judicial en aquellos aspectos en que ésta no se ha logrado plenamente.


En otro orden de materias, expresó que teniendo en vista que la candidata ya se ha referido en sus consideraciones al ámbito de los Derechos Humanos, consultó su opinión sobre la aplicación de los tratados internacionales, de la ley de amnistía y la prescripción.


En otro orden de materias, recordó que las últimas reformas procesales emprendidas en materias de familia, laboral y penal han modificado de manera relevante el régimen de recursos, el acceso a la segunda instancia, y en cierto sentido han minimizado el rol de la Corte Suprema. Frente a esa situación consultó a la candidata su opinión sobre el punto y se ve envuelto en ello un riesgo.


A continuación, intervino el Honorable Senador señor Espina, quien también agradeció la comparecencia y exposición de la Ministra señora Chevesich. Añadió que de la lectura del Acta del Pleno de la Corte Suprema que generó la nómina de cinco candidatos, se observa que la Ministra encabezó las votaciones, logrando 8 votos. Puntualizó que ella recibió el apoyo, entre otros, de los Ministros señores Sergio Muñoz, Héctor Carreño y Haroldo Brito, quienes han llevado causas de Derechos Humanos en forma permanente y han sido en esta materia extraordinariamente rigurosos. Expresó que ello es importante porque desmiente cualquier cuestionamiento que se han levantado sobre este punto.


Seguidamente, destacó la gran cantidad de cursos de capacitación a los que ha asistido la candidata, lo que demuestra que no es una magistrado que se haya conformado con el sólo cumplimiento de su tarea jurisdiccional -de suyo delicada y compleja-, sino que además ha tenido una inquietud continua por adquirir nuevos conocimientos en su área de trabajo.


Expresó que considera inaceptable que un juez sea nominado por el Senado según sus fallos. Indicó que, por el contrario, él espera que sea un magistrado leal, probo y que resuelva los asuntos sometidos a su consideración conforme al derecho vigente. Añadió que en algunos casos estará de acuerdo con las sentencias así emitidas y en otros no, pero por sobre todo hay que afirmar que en un Estado Democrático de Derecho los jueces deben ser independientes y fallar de acuerdo a la legislación vigente. En este contexto, consultó a la candidata de qué forma cree ella que se fortalece la independencia del Poder Judicial y cómo se evita la presión que pesa sobre los jueces.


En otro orden de materias, consultó la opinión de la candidata sobre el dilema diario en que vive la ciudadanía, que observa como en muchas oportunidades delincuentes, que aparecen como autores de graves delitos, no cumplen sus penas en las cárceles. En este aspecto preguntó qué medidas deben tomarse para perfeccionar el sistema procesal penal, de forma tal que las personas comunes ya no tengan esa percepción negativa.


Inquirió, además, en el ámbito de la modernización judicial, qué aspecto creía la señora Ministra sería el más central para lograr una mejor administración de justicia.


Consultó, también, si tiene alguna causa pendiente, civil o penal, vinculada al Honorable Senador señor Letelier o a su familia, que se haya fallado o esté por fallarse.


Finalmente, preguntó, si habían otros ministros del máximo tribunal que compartián su criterio para interpretar la aplicación de la atenuante de responsabilidad de irreprochable conducta anterior.


A continuación, se ofreció la palabra a la Honorable Senadora señora Alvear, quien también agradeció la presentación efectuada por la candidata. 

Indicó que le inquieta el proceso de fortalecimiento de la Academia Judicial y la labor que cumple dicho Servicio en difundir las leyes que aprueba el Congreso Nacional. Recordó que recientemente se aprobó la iniciativa legal que establece las nuevas reglas sobre la corresponsabilidad parental, lo que sin lugar a dudas implicará un cambio paradigmático  de la jurisprudencia sobre el punto, ante lo cual es necesario que los jueces a cargo de aplicar la ley estén cabalmente capacitados sobre la misma.


Indicó que previamente otros candidatos a ocupar un puesto en el Máximo Tribunal han señalado la importancia de cambiar la modalidad de los cursos de la Academia, prefiriendo profundizar por periodos más largos ciertos tópicos relevantes. Expresó que este punto es preocupante, por lo que consultó la opinión de la Ministra sobre esta materia y sobre la suficiencia de los recursos asignados en la Ley de Presupuesto para esta Institución.


En otro orden de materias, y respecto a la Reforma Procesal Penal, indicó que es esencial para que ese esfuerzo público fructifique, se requiere mejores niveles de coordinación entre los actores del sistema, para no repetir los errores que se han cometido en esta materia. En este contexto, consultó la opinión de la candidata sobre este tema desde la perspectiva del Poder Judicial.


En otro orden de materias, preguntó el parecer de la Ministra sobre el sistema de calificación de los jueces. Indicó que se observa un estándar muy parejo en las notas que se asignan a los magistrados por el desempeño de su cargo. Expresó que esas calificaciones se elaboran en un plazo muy acotado y con poca información relevante.


Finalmente, manifestó que este nombramiento ha generado preocupación en la opinión pública, los que en parte ha sido asumido por la propia candidata al inicio de su exposición, razón por la cual le solicitó, si lo tiene a bien, profundizar sobre el punto para despejar cualquier duda al respecto.


Seguidamente, intervino el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, quien expresó que los 27 años de experiencia en el Poder Judicial, la relevante gestión interna en la Corte de Apelaciones más compleja del país, y la amplitud y complejidad de asuntos que ha debido tratar, son antecedentes suficientes para hacer merecedora a la Ministra señora Chevesich a la nominación que dio lugar a esta audiencia.


Añadió que la carrera judicial de la candidata es un ejemplo para los jueces jóvenes, que ven que la Presidenta de la Corte de Apelaciones de Santiago goza de absoluta independencia y posee el temple moral para llevar a cabo su labor.


Expresó que lo anterior genera como resultado un país que vive bajo la regla del debido proceso y cuyos ciudadanos se sienten amparados por el aparato institucional en la defensa de sus derechos.


Indicó que al examinar la labor de un juez se debe ponderar el conjunto de sus resoluciones y actuaciones y no una o dos decisiones aisladas. Sostuvo que los 8 votos obtenidos en la Excma. Corte Suprema  demuestran la calidad profesional de la candidata.


A la luz de estos antecedentes, consultó la opinión de la magistrado sobre la figura del Consejo de la Judicatura que se ha impuesto en otros ordenamientos jurídicos, y su posible efecto en la actuación e independencia de los jueces.


A continuación, intervino el Honorable Senador señor Chahuán, quien destacó la trayectoria de la candidata y su alta votación en el pleno del Máximo Tribunal que elaboró la nómina correspondiente.


Consultó a la magistrada su opinión sobre la autonomía económica del Poder Judicial; la insuficiencia del actual sistema de calificación de los jueces; el necesario fortalecimiento de la Academia Judicial; la formación de nuevas Cortes; su parecer respecto de la reasignación de jueces de familia sin contar con criterios objetivos para ello, como cargas efectivas de trabajo, su opinión sobre las salas especializadas, que en la práctica se están generando al interior de los propios tribunales de familia a efectos de agilizar los procedimientos, y su parecer sobre los tribunales de ejecución de penas.


Concluyó esta intervención recalcando que no es posible que un Ministro que aspira a ascender en la carrera judicial finalmente tenga que rendir cuenta de uno u otro fallo en particular ante esta Comisión o ante cualquier organismo, pues a juicio del Parlamentario eso vulnera la independencia judicial y el Estado de Derecho.


Seguidamente, intervino el Honorable Senador señor Rossi, quien lamentó que en torno a esta audiencia se haya generado un cierto ambiente de cuestionamiento hacia la candidata, lo que afecta directamente la independencia del Poder Judicial.


Expresó que su preocupación se centra en el ámbito de los Derechos Humanos. Señaló que de los antecedentes que ha recopilado no hay observaciones esenciales que hacer en relación con la candidatura de la Ministra señora Chevesich. Sostuvo que el único punto que se ha mantenido en esta discusión es la aplicación al condenado Manuel Contreras de la atenuante de irreprochable conducta anterior. Indicó que ella se debería a su carácter objetivo, y a la tesis de que cualquier agravación por la reiteración de conductas delictivas sólo correspondería aplicarla en la última resolución.


A su turno, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, señaló que la candidata ya ha aclarado que nunca ha aplicado la amnistía, la prescripción o la media prescripción en materia penal, pero que si ha sido partidaria de aplicar esta institución en asuntos de carácter civil. 

Sobre el particular, le consultó a la Ministra señora Chevesich si a su juicio las referidas normas civiles no resultaban contradictorias con lo que establece los tratados internacionales,  la doctrina en materias de Derechos Humanos, y lo que han resuelto algunos Ministros del Máximo Tribunal.


En otro orden de temas, el Parlamentario indicó que existe la sensación que la calificación de los jueces no siempre tiene en vista todos los elementos que debería considerar, y que de ello deviene notas similares para la mayor parte de los magistrados. Por esa razón, consultó a la candidata cómo podría superarse esta circunstancia para poder distinguir entre magistrados con distinto desempeño.


Respecto de los delitos sexuales, preguntó a la Ministra qué opinión le merece el estándar probatorio en materia de delitos sexuales cuando se trata de hechos que no dejan huellas físicas, como los abusos deshonestos, sobre todo en relación con el peritaje llamado “test de credibilidad”. Indicó que parecen no haber protocolos para estimar la fiabilidad de estos peritajes.


En materia de responsabilidad penal adolescente preguntó a la candidata acerca de la idea de establecer alguna forma de justicia especializada, que recoja el carácter especial de este asunto. 


Finalmente, el señor Presidente de la Comisión aclaró que nunca se le ha exigido a los jueces propuestos para ocupar un cargo en la más alta magistratura, ser funcional a uno u otro sector político, sino que sean independientes, probos y que hagan su trabajo como es debido. En razón de ello, explicó que las consultas que se hacen a los candidatos se refieren a los criterios generales que ellos tienen en diversos asuntos, sin que este proceder signifique inmiscuirse en causas pendientes o intentar que se reactiven procesos fenecidos.


Seguidamente, se ofreció la palabra a la Ministra señora Chevesich, quien paso a referirse a las observaciones y consultas que se le formularon.


En primer lugar, señaló que los jueces deben tener la fortaleza espiritual y moral para hacer frente a las críticas y cuestionamientos que surgen a propósito de sus sentencias y, además, deben estar preparados para dictarlas, ya que esas resoluciones deben ser el reflejo del mérito del proceso, de las pruebas aportadas por las partes y su ponderación según las reglas que rijan la materia. Expresó que en el fundamento de las decisiones judiciales se puede advertir si se han recogido estos elementos a la luz del problema particular, y detectar si eventualmente se está emitiendo una decisión sesgada. 


Indicó que la independencia de los jueces se manifiesta en que no deben tener compromisos con los partes, con la Sociedad en general o con sus superiores jerárquicos. Para asegurar tal aspecto indicó que se le debe exigir a los magistrados que sean claros y precisos en sus resoluciones, y que estén bien fundamentadas y razonadas.


Expresó que esto se puede evaluar desde la perspectiva del máximo tribunal analizando las sentencias de los jueces de instancias inferiores y, en el evento de cualquier atisbo de compromiso o parcialidad, tomar las medidas del caso. A este respecto, añadió que es obligación también de las partes y de los abogados formular las observaciones en la instancia procesal correspondiente, y lamentó que ello no ocurra con la habitualidad necesaria, porque parece primar cierto temor que ante una denuncia por esta causa, se dicten resoluciones adversas a la parte que las formuló.


Manifestó que era importante subrayar e insistir en la instancias formadoras de los juristas nacionales que los abogados son auxiliares de la administración de justicia, y deben cumplir ese papel aportando a la recta aplicación del derecho en los tribunales.


En cuanto a la autonomía del Poder Judicial señaló que la dimensión económica no debería afectar la independencia de este Poder del Estado, pues son temas diferentes. El hecho que se tenga un presupuesto fijado en la ley y que haya una regulación al respecto por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda y por el Congreso Nacional, no supone alguna forma de afectación a la debida independencia. Precisó que ella implica, esencialmente, que no existan compromisos de ninguna especie, para lo cual no es relevante si hay o no autonomía económica o financiera.


Expresó que el presupuesto del Poder Judicial comprende un subtítulo 21, destinado a pagar los sueldos y remuneraciones, y un subtítulo 22, destinado a los bienes y servicios de consumo. Expresó que el primero de ellos ya está completamente gastado a mediados de año, debido a las suplencias de magistrados que es necesario disponer a consecuencia de las licencias médicas. En cambio, precisó que la asignación al subtítulo 22 normalmente excede de lo que efectivamente se gasta en un año calendario. Por esta razón, señaló que lo ideal sería tener una autorización para mover fondos de un subtítulo al otro sin que ello implica un trámite burocrático mayor. 


En resumen, la magistrado señaló que más que autonomía financiera o económica, lo que realmente se necesita es cierto grado de flexibilidad presupuestaria.


Respecto al tema de los Derecho Humanos, indicó que a partir de la reforma constitucional efectuada al inciso segundo del artículo 5º de la Ley Fundamental, se estableció lo que la doctrina denomina “bloque constitucional de derechos”, se consagró que los tratados internacionales en materia de Derechos Humanos tienen rango constitucional y, por lo tanto, deben ser aplicados por los jueces. Agregó que todo magistrado jura respetar la Constitución y las leyes de la República. En razón de ello, manifestó que ha aplicado lo que disponen los referidos tratados. 


Explicó que por la misma razón anterior no ha acogido la institución de la media prescripción, pues si los tratados internacionales mandan que los delitos de lesa humanidad son imprescriptibles, mal puede caber esa institución en el procedimiento judicial nacional. Añadió que por la misma causa no ha aplicado la ley de amnistía. 


En relación a la pregunta sobre qué acciones debe realizar un juez para evitar la corrupción, expresó que, amen de lo ya señalado, todos los que participan en la administración de justicia tienen un compromiso en esta materia. Agregó que la transparencia es la medida más eficiente para atacar este mal. 


Respecto de la queja por la demora en la resolución de los asuntos en manos del Poder Judicial, explicó que este reclamo de la ciudadanía está fundamentado. Sin perjuicio de ello, señaló que la Corte de Apelaciones de Santiago está sobrepasada de trabajo, al punto que en el mes de junio y julio de este año, en razón de la modificación de los planes de salud por la nueva cobertura de garantías explícitas, se esperan cerca de 100.000 nuevos recursos de protección en contra de las alzas de planes que efectúan las ISAPRES, por lo que no hay forma de dar una tramitación rápida a esta inmensa cantidad de acciones constitucionales.


Expresó que lo anterior también retarda el conocimiento de las causas civiles, que en general son preteridas frente a otro tipo de acciones y recursos que conocen los tribunales de alzada.


Indicó que la forma más eficaz que se tiene a mano para sortear este problema es que el Máximo Tribunal autorice, tal como lo sugirió precedentemente, un sistema de distribución de trabajo entre las dos Cortes que existen en la Región Metropolitana.


Señaló que este problema no se replica en otras zonas del país, pues según la información que maneja, el despacho de causas en el resto de los tribunales de alzada está al día.


En otro orden de materias, la candidata se refirió al rol de la Excma. Corte Suprema en la reforma procesal penal. Sobre el particular recordó que esa instancia tiene a su cargo conocer la nulidad de los procesos penales por la causal contemplada en la letra a) del artículo 373 del Código Procesal Penal, y que, en general, las últimas reformas han minimizado la labor de la Corte Suprema.


Sobre el particular manifestó que preferiría que la Corte Suprema recuperara el control de unificación de la interpretación de la ley, tal como lo tenía antes. Observó que este punto no está contemplado en la reforma procesal civil, salvo en lo que concierne al recurso extraordinario, y pese a que en los actuales procedimientos reformados de familia se contempla un recurso de casación en el fondo y que, en materia laboral, existe un recurso de unificación de la jurisprudencia.


Expresó que esto podría solucionarse si se establece, para todos los procedimientos reformados, que la Corte Suprema conocerá de algún recurso que le permita uniformar la jurisprudencia. Con todo, recordó que esa unificación tampoco es obligatoria para las demás causas, tal como se desprende el artículo 3º del Código Civil.


Respecto de la consulta del Honorable Senador señor Espina relativa a cómo se actualiza la independencia del Poder Judicial cuando a un juez le toca resolver un asunto socialmente complicado desde el punto de vista de la materia que trata o de la entidad de las partes, respondió que ello está en el fuero interno de los jueces y es parte importante de la formación en las aulas universitarias y en la Academia Judicial. Manifestó que en esa instancia le ha tocado dictar cursos de ética judicial, en los que ha recalcado la necesidad de que los jueces se comporten de forma honesta, proba, transparente, y que deben tener siempre presentes los principios de Ética Judicial contenidos en el Código Modelo Iberoamericano, y los diversos instructivos emanados del Máximo Tribunal, que ha señalado los principios que deben regir el actuar de los jueces en Chile.


Indicó que en el evento que un juez o ministro incurra en actos de corrupción -pues a su juicio violar la independencia es una acto de corrupción-, debe ser denunciado para que se tomen las medidas del caso.


En cuanto a si conoce causas relativas a la familia del Honorable Senador señor Letelier, la Ministra manifestó que a principios de este año, en la quinta sala del tribunal de alzada capitalino integrada por el Ministro señor Cerda, por la abogado integrante señora Teresa Álvarez y por esta candidata, se conoció la causa Berríos, investigada por el ministro en visita señor Alejandro Madrid, y en ella la abogada señora Fabiola Letelier, tía del Honorable señor Senador aludido, presentó una demanda solicitando que se le resarza el daño moral que habría sufrido por la muerte de Berríos, ya que por esta causa no pudo declarar en el juicio investigado por el Ministro señor Adolfo Bañados a propósito de la muerte del ex Canciller señor Orlando Letelier. Señaló que ese proceso está en estado de acuerdo, por lo tanto no ha emitido opinión al respecto.


Expresó que en esa causa, el Ministro señor Madrid fijó una indemnización por 100.000.000 de pesos. Señaló que no recuerda haber intervenido en otra causa en que esté involucrado algún familiar del Honorable Senador señor Letelier.


En cuanto a la pregunta de cómo se resuelve el dilema relativo a los delincuentes que cometen delitos graves y no cumplen pena de cárcel o salen en libertad, indicó que si las sentencias imponen penas privativas de libertad ellas deben ser cumplidas, y le corresponde a otros órganos del Estado velar por la materialización efectiva de ello.


Añadió que las medidas cautelares de prisión preventiva se dictan por los jueces de primera instancia de acuerdo al mérito del proceso, o sea según las pruebas acompañadas por los solicitantes de ellas en el juicio, y esos son los antecedentes que revisa la Corte de Apelaciones en el evento que el fiscal o la defensa del imputado apele de aquella resolución, la que no tiene otra opción sino fallar según el mérito del proceso. Indicó que muchas veces se trata de delitos muy graves pero desgraciadamente  la prueba aportada por el Ministerio Público es insuficiente para adquirir la convicción de que se dan los presupuestos materiales para los efectos de dictar esta medida tan gravosa. Indicó que muchas veces ni siquiera se ha acreditado la existencia del hecho que reviste caracteres de delito ni tampoco la participación. Señaló que quizás en este aspecto es necesario reforzar la labor del Ministerio Público y de las Policías, estableciéndose una mejor coordinación entre ellos.


Respecto de la pregunta sobre la configuración de la causal aminorante de responsabilidad penal consistente en la irreprochable conducta anterior, señaló que la reconoce en su calidad de circunstancia objetiva, pues la norma se refiere a la conducta anterior del imputado, y en las causas seguidas por los ministros Fuentes Belmar y Cisternas Rocha, que en la actualidad integran el Máximo Tribunal, se ha reconocido este criterio. Indicó que la causa que ha suscitado todos estos comentarios fue dictada por el ministro señor Fuentes Belmar como juez de primera instancia, y que, en sus considerandos 22º a 24º, se reconoce la atenuante al condenado Contreras Sepúlveda, porque con anterioridad a la comisión de los hechos investigados, ocurridos en 1973, éste no había incurrido en ningún acto reprochable. Señaló que esta interpretación no implicó, de ninguna forma, una disminución de la pena de 10 años y un día a la que fue condenado el señor Contreras.


Señaló que los condenados en esa causa recurrieron ante el Máximo Tribunal y la Corte Suprema reconoció la media prescripción y la atenuante antes señalada a todos ellos, rebajando la pena confirmada en segunda instancia. Sobre el particular, indicó que la segunda Sala de la Corte Suprema habitualmente reconoce la atenuante del Nº 6 del artículo 11 del Código Penal.


En relación a la pregunta sobre la Academia Judicial,  señaló que esa institución presta una importante labor en materia de capacitación, formación y habilitación de jueces y funcionarios del Poder Judicial. Expresó que el presente año este Servicio inició un convenio con el Instituto Judicial Canadiense destinado a impartir un curso de capacitación para capacitadores.


En cuanto a la modificación introducida en el artículo 225 del Código Civil, relativa a la corresponsabilidad parental, estimó necesario que la Academia Judicial capacite a los jueces en estos temas y que renueve el set de cursos ofrecidos. Añadió que aunque la corresposabilidad parental no estaba establecida positivamente, sí se podía deducir del principio de interés superior del niño que inspira la actividad judicial y administrativa en torno a este sujeto de derechos.


Respecto de la consulta sobre la evaluación de los jueces, expresó que la Corte de Apelaciones de Santiago que preside, califica normalmente en tres sesiones de tres horas cada una, a 800 funcionarios. Señaló que es probable que esta realidad no se presente en el resto de las Cortes del país.


Indicó que es una labor ardua que se hace con toda la objetividad posible y en la que cobra mucho valor el trabajo de los Ministros Visitadores y la información recabada por la Secretaria de la Corte relativa a las medidas disciplinarias que pudieran haber afectado a alguno de los funcionarios calificados.


Manifestó que la normativa de la Corte Suprema exige que la calificación parta de una nota de 6,5 y que de allí se suba o se baje la calificación correspondiente.


Con todo, señaló que estos son los criterios que se aplican y que deben materializarse en el tiempo que se determina para calificar. Expresó que el sistema actual debe necesariamente ser mejorado.


Sostuvo que la Corte Suprema celebró un convenio con el Banco Interamericano de Desarrollo para el desarrollo institucional. Señaló que puede informar que en ese contexto se han hecho una serie de consultorías específicas sobre formas alternativas de calificación judicial.


Seguidamente, y en relación a la consulta sobre el Consejo de la Judicatura, afirmó que el problema no son los Consejos en sí sino las personas que los integran. Agregó que aunque no está plenamente de acuerdo con su implementación, estima que pueden llegar a un buen resultado si están conformados por personas honorables que consideren la integridad del juez y la calidad de su trabajo, y no su apego a una línea política.


Manifestó que este asunto es materia de análisis en el contexto del proyecto de desarrollo institucional, pues algunos piensan que es un buen sistema porque evitaría que la Excma. Corte Suprema se autogenere.


Expresó que en esta materia no tiene un juicio totalmente formado, y observa como en otros países la instauración de esta institución no ha tenido buenos resultados.


Señaló que no considera que exista fundamento suficiente para propender a la formación de nuevos tribunales de alzada, y que bastaría una mejor distribución de trabajo entre las Cortes de la Región Metropolitana para solucionar la mayor parte de los problemas ya indicados.


Respecto de la consulta sobre los jueces destinados, indicó que en su jurisdicción sólo se ha empleado esta norma para la judicatura del crimen, lográndose buenos resultados, y que debería avanzarse en materia laboral, pues los juzgados primero y segundo laboral de Santiago están sobrecargados de trabajo. Añadió que no han tenido problemas con la dotación original de jueces de familia de la capital.


En relación con la consulta relativa a la especialización por salas de los jueces de familia, señaló que esa iniciativa no ha sido emprendida en Santiago, salvo en lo que concierne al Centro de Medidas Cautelares de la capital, que se encarga de la ejecución de estas resoluciones en materia de violencia intrafamiliar, y que está bajo la supervisión de un comité de jueces de familia.


Respecto de la consulta sobre los tribunales de ejecución de penas, indicó que sería una iniciativa conducentes pues los jueces que dictan sentencia no tienen la obligación de velar por el cumplimiento de las penas, ya que eso hoy está a cargo de órganos administrativos como Gendarmería de Chile. Indicó que esta labor podría quedar en manos de algunos jueces de garantía.


En relación a si se vulnera la independencia judicial por los fallos que emiten los jueces en materias delicadas, expresó que a ella, en particular, no le afectan, y que siempre ha mantenido como principio de conducta profesional -independiente de su suerte funcionaria-, dictar sentencias sujetándose al mérito de cada proceso, a la prueba rendida en su oportunidad, a las reglas legales para valorarla, y a la normativa legal vigente, tanto nacional como internacional. Señaló que ese fue el objeto de su juramento como ministro de Corte: respetar la Constitución y las leyes de la República, y eso es lo que ha hecho hasta el momento.


Respecto a la prescripción de la responsabilidad civil regulada en el artículo 2332 del Código Civil, recordó que dicha norma establece un plazo de cuatro años a contar de la ocurrencia del hecho que le dio lugar. Expresó que su estudio de los tratados internacionales sobre Derechos Humanos le ha hecho arribar a la conclusión de que en ellos no hay una mención clara al respecto ni se desprende de sus normas que haya imprescriptibilidad de las acciones civiles.


Expresó que muchos pueden objetar que el período no podía correr durante el lapso de tiempo de nuestra historia reciente en el que efectivamente se cometían violaciones a los Derechos Humanos, pero en tal caso podría argumentarse -como lo ha hecho en sus sentencias-, que ese plazo podría empezarse a contar desde el retorno a la democracia o desde la aparición del informe Rettig, pero aún así las demandas no fueron presentados oportunamente.


Señaló que le gustaría poder acoger las demandas en las que las víctimas pretenden que se les resarza por el daño que sufrieron, y le produce una importante contrariedad interna no poder hacerlo, pero la ley es clara al respecto.


Añadió que otro problema que se presenta es la extrema dispersión de criterios para avaluar los daños morales, lo que produce natural contrariedad entre las partes, porque no se entiende como los jueces valoran de manera tan dispar la vida humana. Indicó que quizás sea necesario establecer, por la vía legislativa, algún baremo que oriente a los jueces. En este aspecto, expresó que tiene entendido que la Excma. Corte Suprema encargó un estudio a la Universidad de Concepción para analizar este tema y ver si se pueden fijar algunos criterios jurisprudenciales.


En relación con la consulta sobre la prueba en los delitos sexuales, la candidata expresó que normalmente en los delitos de abuso sexual no quedan rastros del ilícito y, por tanto, es necesario darle valor a los informes periciales, los que deben ser apreciados por el juez conforme a la regla de la sana crítica. Indicó que quizás sería conveniente establecer protocolos en el sentido que todos aquellos profesionales de la salud mental que se involucren en estas pericias, tengan un criterio común y objetivo de elaboración de informes.


Respecto de la pregunta sobre el sistema de responsabilidad penal adolescente, indicó que sería necesario establecer una justicia especializada, no necesariamente a cargo de tribunales especiales, sino quizás de jueces de garantía con capacitación y dedicación exclusiva al tema. Expresó que es muy importante adoptar todas las políticas posibles respecto de los infractores de la ley penal que permitan rehabilitarlos.


A manera de conclusión, la Ministra señora Chevesich, señaló que era muy importante que el Estado de Chile asuma como obligación educar a todos en el respeto de los Derechos Humanos, pues ello es una condición esencial para una sociedad democrática.


Finalizada esta audiencia, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, agradeció la participación de la Ministra señora Gloria Ana Chevesich y de la Ministra de Justicia, señora Patricia Pérez.

-.-.-


En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señor Walker, don Patricio (Presidente) señora Alvear, y señores Espina; Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán tiene el honor de informar que la proposición de S.E. el Presidente de la República para nombrar a la señora Gloria Ana Chevesich Ruiz, como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema, cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 19 de junio de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Patricio Walker Prieto (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela, y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Carlos Larraín Peña. 


Sala de la Comisión, 22 de junio de 2013.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,

Secretario
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